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Poder Judicial de la Nación

CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA I

Causa: 56852/2013 M.A.M.. c/ CPACF- s/RECURSO DIRECTO DE ORGANISMO EXTERNO

 Buenos Aires, de de 2014.- NRC

VISTOS; CONSIDERANDO:

I. Que en la sentencia nº 154/13 la Sala I del Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal aplicó a los abogados A.M.M. y S.P.M. un “llamado de atención”, a cada uno, por haber infringido los artículos 44, incisos g) y h) de la ley 23.187, 10, inciso a) y 19, inciso a) del Código de Ética.

II. Que las presentes actuaciones se iniciaron con la comunicación efectuada por el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria (SeCLO) del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, en el marco del expediente nº 83.905/11“G.R.O. c/ C. y M. Industrias S.A. s/ despido”, del que surge que M. se presentó como letrado patrocinante del trabajador, y además figuraba como mandatario en el poder general judicial que acompañó M. en el carácter de apoderado de la empresa requerida. 

III. Que para así decidir, el tribunal a quo sostuvo que:

1. Los abogados M.y M. intervinieron en el acuerdo del 18 de agosto de 2011, como abogados del trabajador y del empleador, respectivamente, aun cuando los dos eran apoderados de la empleadora C. y M. Industrias S.A., según el poder general judicial agregado en la causa.

2. Ambos profesionales reconocieron que M.llamó por teléfono a M. con carácter urgente, y éste concurrió a la audiencia fijada para celebrar el acuerdo. Allí conoció al cliente y suscribió el acta sin saber qué firmaba, en tanto no conocía su contenido, ni el asunto cuya defensa asumió. 

3. El trabajador cobró la mitad del importe de $ 6.433 que figuraba en el acuerdo original, tal como lo observó el funcionario del SeCLO. Dicha cifra fue modificada en el acta firmada, y esa cuestión requería un asesoramiento adecuado en los términos del artículo 15 de la ley de contrato de trabajo. 

4. M. pudo advertir que se encontraba incluido en el poder otorgado por la empresa C. y M. Industrias S.A., si hubiese verificado la personería que M. acreditó. 

Un profesional del derecho debe velar por la defensa de los intereses encomendados, e informar y gestionar los asuntos relativos a su función. 

5. M., en el carácter de representante de la empresa requerida, no podía desconocer los abogados mencionados en el instrumento que acompañó, que son solo los aquí denunciados, y antes de solicitar asistencia a M. debió evaluar las consecuencias que ello podía generar. 

6. Los abogados denunciados actuaron en forma incorrecta, y las explicaciones brindadas no fueron transparentes. Ejercieron la profesión sin la probidad, lealtad, buena fe y diligencia debidas. 

IV. Que contra dicha decisión, M. interpone recurso de apelación (fs. 60/62, contestado a fs. 84/85), en el que sostiene que:

i) La sentencia es arbitraria, por cuanto no valoró las argumentaciones desarrolladas en la contestación de la denuncia. 

Dice que no patrocinó al trabajador y solo cumplió con la formalidad de incorporar su nombre y firma en el acta, por cuanto la abogada N.C. tenía la cuota de la matrícula impaga y no podía intervenir.

Cuenta que el trabajador era cliente de aquélla, quien inició el trámite ante el SeCLO, confeccionó el acuerdo y tenía elementos para conocer el alcance del convenio que celebró con la empleadora. 

ii) El acuerdo confeccionado por la abogada anterior tenía un error que fue corregido al presentarlo ante el SeCLO. 

Dicha profesional había consignado que el trabajador percibió la suma de $ 6.433. Sin embargo, en el acta acuerdo y en el acta de ratificación se lee que el trabajador recibió la suma de $ 3.433 antes de firmar el acuerdo, que no es la mitad indicada en el fallo, y otra de $ 3.000 en el acto celebrado ante el SeCLO. Ambos importes conforman un total de $ 6.433.

iii) El reproche de desprolijidad no corresponde. Tampoco puede considerarse que la obligación de revisar la documentación relativa al asunto recayese sobre su persona, en tanto la personería del abogado M., la identidad de las personas intervinientes, la formalidad del acta y los montos pactados y consignados fueron controlados previamente por los colegas de las dos partes, el trabajador y el funcionario del SeCLO. 

V. Que las manifestaciones vertidas por el recurrente no alcanzan para desvirtuar los fundamentos de la decisión del Tribunal de Disciplina. Las quejas que ensaya para deslindarse de responsabilidad y eximirse de la sanción aplicada no pueden prosperar, habida cuenta de que: 1. Está probado que compareció ante el SeCLO como abogado del trabajador, pese a que también figuraba como mandatario en el poder general judicial que el apoderado de la empleadora acompañó.

2. Admitió no haber patrocinado al trabajador y haber cumplido solo con la formalidad de suscribir el acta después de que la abogada N.C. inició el trámite ante el organismo denunciante con los elementos necesarios para evaluar el convenio que confeccionó en defensa de los intereses de su representado.

Más aún, reconoció que cuando llegó al SeCLO el acuerdo se encontraba enmendado. De ahí que el acierto o error en el que el tribunal a quo pudiese haber incurrido cuando valoró la suma de dinero que el trabajador percibió, no desvirtúa la conclusión de que el asunto necesitaba asesoramiento jurídico de acuerdo al artículo 15 de la ley de contrato de trabajo.

3. Firmó el acta junto con el abogado del empleador. De este modo, la obligación de controlar la documentación recaía sobre su persona, y no puede trasladarla a la abogada anterior como pretende.

VI. Que, pues, no se ha logrado probar en autos que el tribunal de disciplina del colegio demandado haya ejecutado ilegal o arbitrariamente sus potestades al decidir del modo en que lo hizo, debiendo destacarse que el llamado de atención establecido no constituye una sanción en el sentido técnico legal sino una mera advertencia moral (esta sala, causas “Vispo Jorge Gabriel”, “Berthier, Alejandro Aníbal”, y “Randazzo Leonardo Ariel”, pronunciamientos del 19 de junio y del 29 de mayo de 2012, respectivamente).

Por lo expuesto, el tribunal RESUELVE: desestimar los agravios y confirmar la sentencia nº 154/13 dictada por la Sala I del Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, con costas, en tanto no existe mérito para la dispensa (artículo 68, primer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

VII. Que en función de la naturaleza del proceso, la inexistencia de un monto concretamente discutido, ponderando el mérito, la calidad y la extensión de la labor profesional desarrollada a la luz del resultado obtenido, se establecen en la suma de mil quinientos pesos $ 1.500 los honorarios a favor del Dr. Juan Pablo Echeverría, por su intervención ejerciendo la representación procesal y la dirección legal de la demandada (artículos 6, 7, 9, 19, 37, 38 y demás c.c. del Arancel de Abogados y Procuradores). ASÍ TAMBIÉN SE RESUELVE. 

Se deja constancia de que el Dr. Carlos Manuel Grecco interviene en la presente causa en los términos de la acordada 16/2011 de esta cámara.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 

Rodolfo Eduardo Facio Clara María do Pico 

Carlos Manuel Grecco 
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